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Resumen: En este artículo la autora aborda el estudio de la problemática de la sepultura 
al concebido nacido muerto en el orden peruano, generada por la existencia de una 
directiva interna de la Dirección de Salud que condiciona la expedición del certificado de 
defunción fetal al requisito de un peso, artificial y arbitrariamente establecido, que deben 
presentar los natimuertos al momento del nacimiento. Este análisis es necesario por las 
repercusiones prácticas que la aplicación de esta normativa puede acarrear con relación a 
la sepultura digna como derecho en su doble dimensión. Se afectaría, así, no solo el 
derecho del concebido a recibir sepultura, sino que además se configuraría una situación 
de vulneración del derecho de sus familiares a darle sepultura digna. Motiva este estudio 
una reciente sentencia que ordena a un hospital la entrega del cadáver de una concebida 
nacida muerta a su madre para que esta pueda darle sepultura conforme a los ritos de la 
religión que profesa, tras considerar que la negativa de ello vulneraba su derecho a la 
libertad de culto.  
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I. Introducción 
En el presente artículo se aborda el estudio de la condición jurídica que el concebido 
nacido muerto tiene frente al ordenamiento peruano por las repercusiones prácticas que la 
delimitación de este estatus podría generar, para él y sus familiares, con relación a la 
problemática de una sepultura digna, y para ello, se parte del análisis de una reciente 
sentencia emitida por el Vigésimo Sexto Juzgado Especializado en lo Penal de Lima. Se 
trata del fallo recaído en el Expediente HC. 3189-2013-26º-JPL, el cual, tras declarar 
fundada una demanda de hábeas corpus, ordena a los funcionarios de un hospital la 
entrega del cadáver de una concebida nacida muerta a su madre para que esta pueda 
darle sepultura conforme a los ritos de la religión que profesa, considerándose que la 
negativa de ello vulneraba ciertos derechos conexos con la libertad individual, como lo es 
la integridad moral de la madre, al restringírsele el ejercicio de su derecho a la libertad de 
culto.   
La negativa de los funcionarios del hospital a entregar el cuerpo de la concebida nacida 
muerta se hallaba basada en una directiva interna de la Dirección de Salud, cuyo tenor 
indica que no es posible emitir el certificado de defunción fetal para el entierro de los 
natimuertos con peso menor a quinientos gramos. Ante lo cual, el mencionado juzgado 
penal valoró que dicha negativa impedía a la madre el ejercicio de su derecho a la libertad 
de culto, afectando directamente su integridad personal moral, derecho que forma parte 
del contenido de la libertad individual.  
No obstante, el tema no se agota simplemente en disponer la entrega del cadáver de la 
concebida para que su madre pueda darle sepultura y así resguardar jurídicamente la 
libertad de culto de esta última, sino que además evidencia la existencia de líneas 
arbitrarias en el trato y disposición del cuerpo de los concebidos fallecidos trazadas en 
función de su peso, pues solo si este es igual o mayor a quinientos gramos se emitirá el 
certificado de defunción fetal para que puedan ser sepultados, pero ¿qué pasará con 
aquellos seres humanos no nacidos con vida cuyo peso fue menor al establecido en la 
directiva? 
Este caso, como se dijo, permite plantear el tema de la condición que los concebidos 
nacidos muertos tienen frente al contexto socio jurídico peruano, pero no solo por la razón 
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que antecede, sino también porque –según pudo verse en el ítem c) del segundo 
considerando de la sentencia en comento– en el informe emitido por el área de anatomía 
patológica del centro hospitalario de EsSalud, le indicaron a la madre que: “no le podían 
entregar el cuerpo de su hija [para darle sepultura] al no tener [esta] las características 
suficientes para que sea considerada una persona y más bien era considerada un aborto, 
situación en la cual no se podía emitir un certificado de defunción fetal”. Esto trae a la 
memoria el requisito de la figura humana exigida a los concebidos nacidos vivos durante 
la vigencia del Código Civil peruano de 1852 para que pudieran conservar y trasmitir sus 
derechos, y que la actual normativa civil ya no recoge al haber declarado su condición de 
sujeto de derecho para todo cuanto le favorece. 
Con relación a un tema similar, en la STC Expediente Nº 0256-2003-HC/TC, el Tribunal 
Constitucional sostuvo que la retención del cadáver de un familiar por parte de las 
autoridades del hospital, cuando no se hubieran realizado los pagos correspondientes, 
configuraba un ilegítimo impedimento del ejercicio de la libertad de culto, pues con ello 
quedaba obstaculizado que pudiera brindarse sepultura digna al fallecido.  
Se hace referencia a esta particular situación porque, como queda claro, en dicho caso el 
argumento del hospital para negarse a entregar el cadáver era simplemente pecuniario, 
pero, en el caso materia de análisis, la negativa a entregar el cadáver de la concebida 
fallecida intraútero estaba fundada, no en un mero procedimiento de cobro del costo 
generado por los servicios prestados en el hospital, sino en una directiva interna que 
impide la emisión del certificado de defunción fetal para los concebidos nacidos muertos 
con un peso menor a quinientos gramos, y con ello, a su vez, que sus familiares puedan 
darles una sepultura digna y que aquellos puedan recibirla. 
Por estas razones, para el desarrollo de la temática planteada, en los acápites siguientes 
se estudia el contraste entre el tratamiento legal del concebido en el Derecho Civil 
peruano y el conferido por la normativa interna de salud sobre la emisión del certificado de 
defunción fetal, para luego tratar el estatus jurídico que el concebido nacido muerto tiene 
en el ordenamiento peruano, previa síntesis de los principales hechos del caso y de los 
puntos relevantes de la sentencia, así como de la delimitación conceptual de las 
expresiones “nacido vivo” y “nacido muerto”. Y para culminar, se trata el tema de la 
 IUS, Año IV N° 07, enero - julio 2014
P
ág
in
a 
1
3
9
      IUS Análisis De Jurisprudencia – Romina Santillán Santa Cruz 
ISSN2222-9655  
sepultura digna de los muertos como manifestación del derecho a la libertad religiosa y 
sus implicaciones con relación al concebido. 
II. Síntesis de la sentencia del Exp. HC. 3189-2013-26º-JPL
1. Principales hechos del caso
Según se aprecia en la sentencia, los antecedentes del caso se remontan al proceso de 
hábeas corpus iniciado contra el Hospital Edgardo Rebagliati Martins de EsSalud. En la 
demanda interpuesta, la recurrente aduce la vulneración de sus derechos constitucionales 
conexos con la libertad individual, en específico el de integridad moral, porque considera 
que su derecho a la libertad de culto quedó restringido al no haberse procedido a 
entregarle el cadáver de su hija, que nació muerta, para poder darle sepultura conforme a 
los ritos de su confesión religiosa. 
Entre los hechos del caso, en la parte considerativa de la sentencia se destacan los 
siguientes: 
a) Con fecha veintinueve de agosto de dos mil doce, en el Hospital Edgardo Rebagliati
Martins se le practica una cesárea a la demandante, dando a luz a una bebe viva de
3140 gramos y a una bebe fallecida intraútero de veintiséis semanas.
b) Al haber fallecido la concebida intraútero, y teniendo pleno conocimiento de ello, antes
de la cesárea la demandante solicitó que luego le fuera entregado el cadáver de la
menor.
c) Que, al practicarse la cesárea, el cuerpo de la fallecida fue trasladado al área de
anatomía patológica para su evaluación y emisión del informe respectivo. En dicho
informe, de fecha diecisiete de setiembre de dos mil doce, se le comunica que no le
podían entregar el cuerpo de su hija por no tener esta las características para ser
considerada persona y más bien era considerada un aborto, situación en la cual no se
podía emitir un certificado de defunción fetal.
d) Asimismo, los médicos del hospital le comunicaron que la imposibilidad de expedir un
certificado de defunción fetal para su hija venía impuesta por la propia normativa de
EsSalud, donde se indica que para los fetos de menos de quinientos gramos no se
expide tal certificado.
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Es frente a esta serie de circunstancias que la recurrente interpone la demanda de 
hábeas corpus, solicitando que se ordene a las autoridades de EsSalud la entrega del 
cuerpo de su hija con su respectivo Certificado de Defunción Fetal para poder enterrarla 
conforme a los ritos de la religión que profesa. 
Teniendo en consideración los datos antes expuestos, el Vigésimo Sexto Juzgado 
Especializado en lo Penal de Lima declaró fundada la demanda al considerar que la 
negativa por parte de los funcionarios del Hospital Edgardo Rebagliati Martins contravino 
el libre ejercicio del derecho de culto de la accionante, quien exigía la entrega del cuerpo 
de su hija para darle sepultura, situación que generó un menoscabo en su integridad 
moral. 
2. Puntos relevantes de la sentencia
Según puede verse en la parte considerativa de la sentencia recaída en el Exp. HC. 3189-
2013-26º-JPL, el juez, manteniendo la misma línea que el Tribunal Constitucional ha 
expuesto en reiterados fallos sobre la protección de la libertad de culto mediante hábeas 
corpus1, tiene a bien estimar la demanda al considerar que, con la retención del cadáver 
de la concebida por parte de EsSalud y su negativa a entregárselo a la accionante porque 
no presentaba el peso que la normativa requería para que pueda expedirse el certificado 
de defunción fetal, se afectaba de manera evidente la integridad moral de esta última, 
pues ella en su calidad de madre solicitó el cadáver de su hija para darle sepultura 
conforme a los ritos de su confesión religiosa, sin importar si aquella nació viva o no.  
En otro de sus fundamentos, el juzgado precisa que la Directiva Interna de la Dirección de 
Salud del Ministerio de Salud, en la que los accionados basaron su posición para negarse 
a entregar el cadáver de la concebida a su madre, es un instrumento legal que no puede 
primar sobre los derechos concebidos por la carta fundamental, pues lo que la madre 
quería era sepultar a su hija, añadiendo además que no es posible que un cuerpo humano 
sea considerado “producto de un aborto” por no cumplir con un requerimiento formal como 
el peso de quinientos gramos. En esta sentencia también se considera que, sea cual fuere 
la postura doctrinal asumida sobre el momento del inicio de la vida humana, “el concebido 
mantiene un derecho de goce de los derechos que le favorezcan, en la cual se incluye el 
1 Cfr. STC Exp. N° 0256-2003-HC/TC; STC Exp. N° 2700-2005-PHC/TC. 
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respeto a su dignidad”, por lo que considerarlo un aborto no es ético ni legalmente 
correcto, no pudiendo disponerse de su cuerpo de manera arbitraria2.  
En virtud de lo anotado en los párrafos anteriores, cabe plantearse si para que el cadáver 
de un concebido reciba digna sepultura será necesaria o no la verificación de su 
nacimiento con vida o, peor aún, la posesión de figura humana, teniendo en cuenta que 
se trata de un sujeto de derecho para todo cuanto le favorezca, sobre todo en lo que al 
respeto de su dignidad como ser humano se refiere, pues este respeto, como todos sus 
derechos personales fundamentales, no se encuentra condicionado a su nacimiento con 
vida. 
Del mismo modo, cabría también formular ¿en qué medida se ve afectada la condición del 
concebido con el establecimiento de este requisito técnico que dispone que solo pueden 
recibir sepultura digna aquellos cuyo peso sea igual o mayor a quinientos gramos? ¿cuál 
es el impacto que esto genera con relación al ejercicio de la libertad de culto de los 
familiares del concebido nacido muerto? y, finalmente, ante la consideración que aquel 
concebido nacido muerto con peso menor a quinientos gramos es “producto de un 
aborto”, ¿qué condición es la que habría que reconocerle a los concebidos no nacidos 
vivos en el ordenamiento peruano, teniendo en cuenta el estatus jurídico que estos, en 
cuanto tales, ostentan en el orden civil y constitucional?; interrogantes a las que pretende 
darse respuesta en los acápites siguientes.  
III. Delimitación conceptual previa sobre las expresiones «nacido vivo» y «nacido
muerto»
Con relación a los seres vivos, desde siempre ha solido emplearse el concepto 
“nacimiento” para hacer referencia a ese momento en que se empieza a vivir con 
independencia, entendiendo con ello necesariamente la presencia de vida, esto es, de 
esa “fuerza o actividad interna sustancial, mediante la que obra el ser que la posee”3.  
2 En una breve opinión anterior sobre esta sentencia, la misma autora destacó que con este fundamento esgrimido por el 
juez, “(…) en cierto modo, (…) se reivindica la condición del concebido como sujeto de derecho para todo cuanto le 
favorezca, en lo que al respeto de su dignidad como ser humano se refiere, pues este respeto, como todos sus derechos 
personales fundamentales, no se encuentra condicionado a su nacimiento con vida”. (SANTILLÁN SANTA CRUZ, 
Romina. Reivindicación del concebido como sujeto de derecho. Opinión, en Gaceta Civil & Procesal Civil, Tomo 5, 
Noviembre 2013, Gaceta Jurídica, Lima, p 156). 
3 Véase el Diccionario de la Lengua Española (DRAE), 22da. ed., publicada en 2001. 
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Frente a esa práctica ordinaria de la expresión, en lenguaje jurídico es posible hacer uso 
de la dicción «nazca vivo». El Código Civil peruano, sin mencionar qué ha de entenderse 
por nacimiento, la emplea para aludir a la circunstancia que condiciona la atribución de 
derechos patrimoniales al concebido4, pues de no ocurrir dicho nacimiento con vida tal 
atribución quedaría sin efecto con relación a este último. No obstante, puede no faltar 
quien sostenga –como es válido– que las dicciones “nacer vivo” y, en contrapartida, 
“nacer muerto” son algo inapropiadas porque al parecer albergarían, respectivamente, 
cierta nota de redundancia y contradicción.   
Es precisamente esto último lo que motiva analizar la pertinencia o no de utilizar la 
expresión “nacer vivo”, aunque quizá para algunos este trabajo previo, a todo lo que 
después se va a desarrollar, pueda parecer ocioso, considerando que para justificar su 
validez bastaría con invocar que se trata de un tecnicismo jurídico introducido al 
ordenamiento por la propia normativa civil; sin embargo, tampoco es menos cierto que la 
ciencia jurídica debe elaborar términos técnico-jurídicos semánticamente bien 
estructurados5, siendo por ello necesario analizar la conveniencia o no del uso del 
enunciado “nacer vivo”, para lo cual ha de partirse del significado común de la palabra 
nacimiento. 
En un sentido usual o común, la palabra nacimiento es definida como “la acción y efecto 
de nacer”6; por su parte, nacer significa “salir del vientre materno”7 y, en un sentido más 
amplio, “aparecer o salir del interior”8. Desde esta primera aproximación, bien podría 
sostenerse que por nacimiento debe entenderse aquel suceso en virtud del cual algo sale 
del interior de un continente mayor, pero, si extrapolamos este significado al campo de los 
seres humanos, nacimiento será ese suceso en cuya virtud alguien sale del vientre 
materno, con prescindencia del modo o la forma en que esto pueda llevarse a cabo, del 
aspecto que pueda tener quien sale del claustro materno o de si el nacido está vivo o no. 
En lo que respecta al uso del concepto «nacimiento» en el escenario jurídico normativo, el 
Código Civil peruano vigente, fiel a la tradición de la codificación civil nacional, no 
4 A la letra, el segundo párrafo del artículo 1 del Código Civil: “La vida humana comienza con la concepción. El 
concebido es sujeto de derecho para todo cuanto le favorece. La atribución de derechos patrimoniales está condicionada a 
que nazca vivo”. 
5 Cfr. HERVADA, Javier. Lecciones propedéuticas de filosofía del derecho, EUNSA, Pamplona, 1992, pp. 631-633. 
6 Cfr. Diccionario de la Lengua Española (DRAE), 22da. ed., publicada en 2001. 
7 Ibídem. 
8 Ibídem. 
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establece qué ha de entenderse por nacimiento, pese a que el «nacimiento con vida», tal 
como se anotó, es criterio determinante para la atribución de derechos patrimoniales al 
concebido. La doctrina comparada mayoritaria, especialmente española, apunta que el 
nacimiento debe considerarse producido con el entero desprendimiento del seno materno, 
el que se concreta con la rotura o corte del cordón umbilical9. De hecho, en la literatura 
jurídica peruana el nacimiento es definido como “el proceso biológico por el que el feto se 
separa del cuerpo materno adquiriendo vida corporalmente independiente”10. 
El mismo problema de delimitación conceptual se planteó durante la vigencia del Código 
Civil peruano de 1936, el cual disponía en su artículo 1: «El nacimiento determina la 
personalidad. […]». Dado que era a partir del nacimiento –entiéndase un nacimiento con 
vida– cuando el ser humano adquiría personalidad, y como el codificador no especificaba 
desde cuándo debía entenderse producido, León Barandiarán –considerando que era 
necesario tener un definición exacta de este momento–, al respecto señaló: “El 
nacimiento, pues, en buena cuenta es el hecho de que venga a separarse al recién nacido 
del claustro materno siempre que aquel haya nacido con vida”11.  
En estas dos definiciones de nacimiento más difundidas en la doctrina peruana, según 
puede verse, se resalta la necesidad de verificar la presencia de vida en el ser humano 
nacido para que se configure el hecho del nacimiento. Desde tal concepción, entonces, 
existiría plena identidad conceptual entre nacimiento y nacimiento con vida, con lo cual la 
expresión «nazca vivo», al entrañar una suerte de redundancia, resultaría inútil por 
tratarse de una reiteración lingüística innecesaria. Y, bajo este argumento, bastaría 
solamente con señalar que el concebido nació, si quiere aludirse a que después del parto 
se mantuvo con vida, o no nació, si lo que quiere expresarse es que antes de salir del 
claustro materno ya estaba muerto o que falleció durante el trabajo de parto.  
En esa medida, «nacer vivo» es una expresión que no se encuentra lingüísticamente 
justificada, ni siquiera tras invocarse que se trataría de un concepto jurídico puro, porque 
es la propia definición que se ha dado al nacimiento la que no lo permite. El significado 
9 Cfr. HUALDE SÁNCHEZ, José. “La personalidad”, en PUIG I FERRIOL, LLuis et alii, Manual de Derecho civil I, 
Marcial Pons, Madrid, 1995, p. 116; CARRASCO PERERA, Ángel et alii, Derecho civil, 2da. ed., Tecnos, Madrid, 2004, 
p. 64; LACRUZ BERDEJO, José et alii, Elementos de Derecho Civil I. Parte general, vol. I, Personas, 4ta. ed.,
Dykinson, Madrid, 2004, p. 10. 
10 RUBIO CORREA, Marcial. El ser humano como persona natural, 2da. ed., Fondo Editorial Pontificia Universidad 
Católica del Perú, Lima, 1995, pp. 21-22. 
11 LEÓN BARANDIARÁN, José. Curso Elemental de Derecho Civil peruano, Gráfica Morsom S.A., Lima, 1980, p. 22. 
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que la vigente doctrina jurídica nacional ha asignado al nacimiento, con miras a resolver 
los problemas que para el Derecho podría plantear la existencia de un concebido, no ha 
sido el más apropiado frente a la difundida expresión empleada por el Código Civil 
peruano. Cabe dejar claro que no se trata de fomentar una reforma de la normativa 
peruana porque la terminología empleada es redundante, sino, más bien, de buscar la 
forma de sostenerla adecuadamente, evitando que se considere que con su uso se está 
cayendo en excesos. 
Por tal razón, si lo que ha motivado que se considere que la expresión «nacer vivo» 
pueda parecer redundante y, en correlato a ello, que «nacer muerto» pueda sonar 
contradictorio, es precisamente la definición jurídica de nacimiento que la doctrina 
peruana ha generalizado, lo más adecuado con miras a salvaguardar la validez lingüística 
de dichas expresiones sería esbozar una definición de nacimiento que conserve su 
sentido común o usual, pero que a su vez contenga el dato característico que permita 
tener conocimiento cierto del momento en que, para efectos jurídicos, el hecho se 
entenderá concretado.  
Desde esta lógica, el nacimiento debería ser definido como aquel suceso en virtud del 
cual el concebido se separa del claustro materno o cavidad uterina, independientemente 
de si presenta o no signos vitales, del modo o la forma en que su separación pueda 
llevarse a cabo, del aspecto que pueda tener el nacido y de la ruptura o corte del cordón 
umbilical. Esta definición de nacimiento propuesta, por su amplitud, permite tener como 
válidas las expresiones “nacido vivo” y “nacido muerto”.  
Esta última definición de nacimiento facilita la interpretación del momento en que debe 
entenderse producido el nacimiento, y no solo por su trascendencia como elemento que 
provocará la producción de los efectos jurídicos patrimoniales que se encontraban 
suspendidos, sino por ser un hecho biológico de mucha importancia para el Derecho 
peruano porque con él el concebido, sin dejar de ser sujeto de derecho, deja de ser 
concebido para ser jurídicamente considerado persona natural –ser humano desde el 
nacimiento con vida hasta el momento de su muerte; centro de imputación de derechos y 
deberes no sujeto a limitación alguna respecto de su capacidad jurídica para obligarse–.  
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De esta forma se quiere contribuir con la doctrina contemporánea esbozando una 
definición de nacimiento que, por su sentido amplio, permita rescatar la validez conceptual 
de las expresiones “nacido vivo” y “nacido muerto”. Sin embargo, dada la posición 
tradicional de la academia jurídica, debe entenderse que, por lo general, cuando se haga 
referencia al solo nacimiento con ello se quiere indicar un nacimiento con vida. En el 
mismo sentido, cuando solo se aluda al nacido, al neonato o al recién nacido, debe 
entenderse que está denominándose al nacido vivo.  
Así precisado, bien podrán emplearse indistintamente las expresiones nacimiento y 
nacimiento con vida, así como nacido y nacido vivo; lo que no sucederá, en cambio, 
cuando quiera hacerse alusión a quien ha nacido muerto –o lo que es lo mismo, a quien 
no ha nacido vivo–, pues en este último caso, habrá que hacer referencia expresa al 
nacido muerto. 
IV. Contraste normativo en el tratamiento del concebido con relación a una
sepultura digna dentro del orden jurídico peruano
De acuerdo con el segundo párrafo del artículo 1 del Código Civil peruano de 1984, el 
concebido es sujeto de derecho para todo cuanto le favorece, porque la vida humana 
comienza con la concepción. Como puede verse, la norma no se limita a declarar que el 
concebido es sujeto de derecho, sino que además precisa que tal condición solo le 
corresponde “para todo cuanto le favorece”. En ese estado, la condición jurídica de sujeto 
de derecho reconocida al concebido supone para él –como para todo sujeto de derecho– 
el goce de una capacidad frente al Derecho12. 
Del mismo modo, la Constitución Política peruana de 1993, teniendo en cuenta el 
precedente legislativo trazado por el Código de 1984, declara que el concebido es un 
sujeto de derecho para los efectos favorables13, siendo, precisamente, el numeral 1 de su 
artículo 2 el que, tras reconocer que toda persona tiene derecho a la vida, a su identidad, 
a su integridad moral, psíquica y física, y a su libre desarrollo y bienestar, expresa: “El 
12 Cfr. ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Derecho de las personas, 5ta. ed., Rodhas, Lima, 2008, pp. 74-75, 82. De igual 
parecer es Fernández Sessarego, quien sostiene: “La segunda frase del artículo primero, (…), declara que el concebido, en 
cuanto ser humano, es ‘sujeto de derecho’. Se añade que es para todo lo que le favorece, concediéndole, de esta manera, 
una situación de privilegio”. (FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos. El Concebido en el Derecho contemporáneo, 
[ubicado el 21.VI.2012], disponible en http://www.usat.edu.pe/usat/files/2011/01/Discurso-Sessarego.pdf, p. 6). 
13 Cfr. Ibídem. 
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concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece”14. La locución sujeto de 
derecho, inicialmente utilizada en el ámbito civil, queda, de este modo, incorporada al 
texto constitucional vigente para otorgarle al concebido una protección más amplia y 
desde el más elemental de sus derechos: su derecho fundamental a la vida, que se 
constituye como el derecho básico o primario que posibilita el goce de todos los demás15. 
Desde el punto de vista jurídico, hablar del concebido como sujeto de derecho es referirse 
a él como centro de imputación de derechos y deberes. El concebido es sujeto de 
derechos por su propia condición de ser humano y el respeto de su dignidad se erige 
como un derecho fundamental primero. Antes de que el ordenamiento le reconozca tal 
calidad jurídica, es ya titular de unos derechos fundamentales primarios, como el derecho 
a la vida, a la integridad física, entre otros; titularidad que le corresponde por el solo hecho 
de ser hombre y que lo posibilita para ser sujeto de derechos, lo que a su vez le da la 
potencialidad para ser titular de cualesquiera otros derechos y obligaciones –la que es 
comúnmente denominada personalidad jurídica–.  
La categoría de sujeto de derecho reconocida al concebido facilita su tratamiento 
normativo debido a la especial situación en la que se encuentra16, pues se trata de un ser 
humano que aún no ha nacido y existe la posibilidad de que eso no suceda, con lo que 
también se hace presente la necesidad de cautelar los posibles intereses de terceros. 
Esta calidad de sujeto de derecho es, así mismo, la más acorde con la realidad ontológica 
del concebido, porque –como se ha anotado antes– todo ser humano, por el solo hecho 
de serlo, es titular de unos derechos y obligaciones fundamentales derivadas de su 
intrínseca dignidad humana17.  
14 Ad litterae: “Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: 1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y 
física y a su libre desarrollo y bienestar. El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece”. 
15 Como señala Chanamé Orbe: “El derecho a la vida es el derecho más importante y el que abarca todo el resto de 
derechos ya que sin vida no podría haber derecho a la libertad, a la igualdad, etc. El derecho a la vida implica no solo el 
derecho a nacer, a salir del vientre de la madre, sino también que la persona ya nacida desarrolle todas sus aptitudes en 
plenitud, contando con la máxima calidad de vida. La vida es el derecho originario por excelencia”. (CHANAMÉ ORBE, 
Raúl. Comentarios a la Constitución, 4ta. ed., Jurista Editores, Lima, 2009, p. 108).  
16 Sobre el tema, Fernández Sessarego dice: “El codificador peruano consideró que la especial situación en que se 
encuentra el concebido, en cuanto significa un tramo de la existencia del ser humano, no podría asimilarse, en lo que 
concierne a su tratamiento por el ordenamiento positivo, con el ser humano después de nacido, es decir, con la persona 
natural. El concebido, por esta especial situación en que se halla, no puede ser asimilado, a nivel formal, con ninguna otra 
categoría de sujeto de derecho. Su realidad biológica exige que el ordenamiento […] le dispense un tratamiento especial 
(…)”. (FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos. Nuevas tendencias en el derecho de las personas, Universidad de Lima, 
Lima, 1990, p. 43). 
17 Como bien dice Martínez de Aguirre Aldaz: “Todo hombre, por el hecho de serlo, es además titular de unos derechos y 
deberes fundamentales, derivados de su dignidad humana, frente a los demás seres humanos con que se relaciona. (…), lo 
que conduce a la afirmación de que el ser humano –todo ser humano– es por naturaleza sujeto de derechos (subjetivos)”. 
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Dada la regulación civil y constitucional vigente, queda claro, entonces, que en el 
ordenamiento peruano todo concebido es sujeto de derechos, sea cual fuere el modo en 
que hubiese sido fecundado –naturalmente o in vitro–, porque la vida humana es 
protegida desde la concepción sin hacerse distinciones de ninguna índole18. Pese a ello, 
dentro del conjunto de normas que componen nuestro sistema jurídico existe la Directiva 
Nº 004-DISA V LC/OITE-2009 sobre “Gestión y manejo del sistema de información de los 
hechos vitales”, de la Dirección de Salud V Lima Ciudad del Ministerio de Salud, que entre 
sus disposiciones generales establece que el certificado de defunción fetal es “el 
documento médico legal con el cual se solicita la autorización para el entierro de los 
natimuertos o producto de la concepción con peso igual o mayor a 500 gramos”19. 
En lo que respecta a su alcance y contenido, del propio tenor de dicha disposición 
general20, que esboza una definición de certificado de defunción fetal, se desprenden, de 
modo directo y a contrario, respectivamente, dos supuestos a los que no se aplica la 
misma consecuencia jurídica, pues esta última variará en función de la concurrencia o no 
de la medida técnica allí impuesta. Estos supuestos son los siguientes: 
1) Si el natimuerto o producto de la concepción presenta un peso igual o mayor a
quinientos gramos, se expide el certificado de defunción fetal que autoriza su
entierro.
2) Si el natimuerto o producto de la concepción tiene un peso menor a quinientos
gramos, no se expide el certificado de defunción fetal, con lo cual tampoco será
posible que su cadáver sea sepultado.
Esta normativa del Ministerio de Salud evidencia la existencia de líneas arbitrarias en el 
trato y disposición del cadáver de los concebidos no nacidos vivos y que han sido 
trazadas en función de su peso, pues solo si este es igual o mayor a quinientos gramos se 
emitirá el certificado de defunción fetal para que puedan ser sepultados. Pudiendo 
(MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos. “La persona y el derecho de la persona”, en DE PABLO CONTRERAS, P. 
(coord.), Curso de Derecho Civil, vol. I, 3ra. ed., Editorial COLEX, Madrid, 2008, p. 325). 
18 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Ob. cit., p. 127. 
19 Véase esta directiva en http://190.102.131.20/oite/index.php?option=com_content&task=view&id=3&Itemid=5 
20 A estos efectos, la presencia de un concebido nacido con vida no reviste problemática, pues bastará únicamente con la 
emisión del certificado de nacido vivo, que según la propia Directiva en comento “es el documento oficial, que registra la 
ocurrencia del nacimiento, los datos de identificación y los procesos relacionados con la atención del paciente, en forma 
ordenada, integrada, secuencial e inmediata de la atención que el médico brinda al paciente. Asimismo, este registrará la 
atención del profesional médico y otros profesionales que intervengan en la atención del paciente”. Si tras haber nacido 
con vida, este ser humano muriera, para acreditar el fallecimiento de esta persona se emitiría simplemente un certificado 
de defunción común, no presentándose ningún obstáculo para que sus familiares puedan darle sepultura.     
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entenderse con ello que, no se emitirá el certificado de defunción fetal cuando, por razón 
de su peso –como lo dice la directiva–, aquel no estuviera apto para recibir sepultura, y, 
basado en ello, el centro hospitalario bien podría disponer libremente del cadáver de ese 
concebido, ya sea desechándolo a la basura, incinerándolo o conservándolo con fines de 
estudio, cuando pudo haberlo entregado a sus familiares, siempre que estos lo hubieran 
requerido para darle sepultura digna. 
Frente a lo dispuesto por la Directiva Nº 004-DISA V LC/OITE-2009, que trata de manera 
diferenciada a los concebidos nacidos muertos dependiendo del peso que hubiesen 
tenido a su nacimiento, se tiene la regulación del Código Civil vigente, que reconoce que 
el concebido es sujeto de derecho para todo cuanto le favorece desde la concepción, y en 
virtud de lo cual todo concebido, independientemente de si luego nace vivo o muerto, o 
con el peso que fuere, merece respeto y un trato digno porque es un ser humano.  
No está justificado, bajo ninguna razón, que para que puedan recibir sepultura, los 
concebidos nacidos muertos tengan que cumplir con el requerimiento formal de un peso 
específico, como si este hubiera sido el criterio determinante para considerar, antes de su 
muerte, a unos concebidos como seres humanos y a otros no. La condición de ser 
humano del concebido, y correspondientemente la de sujeto de derecho, no depende, de 
ninguna otra circunstancia, más que de la concepción21, porque –según se desprende del 
artículo 1 del Código Civil vigente de 1984– desde ese momento comienza la vida y el ser 
humano es sujeto de derecho. 
Lo hasta aquí anotado permite sostener, así mismo, que la Directiva Interna de la 
Dirección de Salud del Ministerio de Salud materia de análisis, es un instrumento legal 
que no puede primar sobre la condición jurídica y los derechos fundamentales que, 
respectivamente, han sido reconocidos al concebido en el orden civil y constitucional 
peruano vigente. Desde esta perspectiva, todo concebido merece una sepultura digna, 
21 En una oportunidad anterior, al respecto, la misma autora del presente artículo ha señalado que: “Todas las disciplinas 
jurídicas encargadas de tutelar la vida humana deben protegerla desde la concepción, que se produce con la fecundación 
[esto es, cuando un espermatozoide penetra en el óvulo], porque con esta se forma ‘un individuo único e irrepetible que 
cuenta con una nueva y exclusiva información genética que, si nada lo interrumpe y sin dejar de ser el mismo individuo, 
se desarrollará autónomamente como un ser humano, según el programa de ejecución inscrito en su propia genoma’. Así 
las cosas, cobra sentido que el CC 1984 haya reconocido que la vida humana comienza con la concepción y que, 
encontrando su fundamento en este hecho biológico, declarara que el ser humano es sujeto de derecho desde que es 
concebido”. (SANTILLÁN SANTA CRUZ, Romina. La protección jurídica desde el principio de la vida humana: A 
propósito del reconocimiento de la concepción en la legislación civil peruana, en Gaceta Constitucional, Tomo 61, Enero 
2013, Gaceta Jurídica, Lima, p. 213). 
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independientemente de si nació vivo o no, o de si su peso fue menor, igual o mayor a 
quinientos gramos, porque antes de su muerte fue un ser humano –no un animal, ni un 
objeto– y un verdadero sujeto de derecho de todo cuanto pudo haberle favorecido. El 
cadáver de un concebido merece un entierro digno; cosa distinta será que algunos 
familiares no quieran dárselo. 
V. Sobre el estatus jurídico del concebido nacido muerto: ¿volviendo al requisito 
de la figura humana y a la concepción de la criatura abortiva? 
En la sentencia objeto de estudio también se destaca la posición que los especialistas del 
área de anatomía patológica han adoptado con base en esa disposición general que, 
partiendo de una definición de certificado defunción fetal, regula en qué caso podrá 
emitirse este documento para el entierro de los natimuertos. Según se expone en la parte 
considerativa de la resolución, vía informe de anatomía patológica se le indicó a la madre 
de la concebida nacida muerta que: “no le podían entregar el cuerpo de su hija [para darle 
sepultura] al no tener [esta] las características suficientes para que sea considerada una 
persona y más bien era considerada un aborto, situación en la cual no se podía emitir un 
certificado de defunción fetal”.  
El argumento que fuera empleado en el informe para justificar la no entrega del cadáver 
de la concebida a su madre, sin duda trae a la memoria el requisito de la posesión de 
figura humana, que fuera exigido en ciertas legislaciones para que el nacimiento con vida 
pudiera producir efectos jurídicos22. El Código Civil peruano vigente, al haber declarado 
que la vida del ser humano comienza con la concepción, reconoce que todo concebido es 
sujeto de derechos; sin embargo, esa referencia actual –en el citado informe– a la 
posesión de características suficientes para considerar a alguien como persona o no, 
22 Entre estas legislaciones aparece el derogado Código Civil peruano de 1852; así mismo, el Código Civil español vigente 
de 1889, que hasta antes de la reforma introducida por la Disposición final tercera de la Ley 20/2011 del Registro Civil, de 
21 de julio de 2011, en su artículo 30 establecía: “Para los efectos civiles, solo se reputará nacido el feto que tuviere figura 
humana y viviere 24 horas enteramente desprendido del seno materno”. A partir de la citada modificatoria, “la 
personalidad se adquiere en el momento del nacimiento con vida, una vez producido el entero desprendimiento del seno 
materno”. Esta norma, pese a haber sido modificada, mantiene el mismo sentido de su anterior redacción, por cuanto solo 
considerará nacido (vivo), a efectos de la adquisición de la personalidad, a aquel concebido cuyo nacimiento presente un 
requisito, que de acuerdo con la regulación vigente se reduce al entero desprendimiento del seno materno, el mismo que –
como señalara la doctrina mayoritaria con relación a la derogada redacción del artículo 30– se produce con la rotura del 
cordón umbilical. Cfr. HUALDE SÁNCHEZ, José. Ob. cit., p. 116; LACRUZ BERDEJO, José. Ob. cit., p. 10. 
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hace propicia la oportunidad para tratar brevemente en qué consistió el requisito de la 
figura humana, y que –debe dejarse claro– en el ordenamiento peruano quedó superado 
cuando se reconoció al concebido subjetividad jurídica. 
En cuanto a su origen y fundamento, es conocido que el requisito de la posesión de figura 
humana “se formuló en el Derecho Romano con el objeto de negar la cualidad de persona 
a los seres no humanos que nacieran de mujer (…)”23, lo que no tiene nada que ver con la 
capacidad del nacido para vivir. Incluso, las Partidas señalaban a modo de ejemplo que 
no tenían figura humana los nacidos con cabeza o miembros de animal24.  
En lo respecta a la historia de la codificación civil peruana, el requisito de la figura humana 
no ha sido ajeno a nuestra regulación. El Código Civil de 1852 en su artículo 4 establecía: 
“El nacido y el que está por nacer necesitan para conservar y transmitir estos derechos 
que su nacimiento se verifique pasados seis meses de su concepción, que vivan cuando 
menos veinticuatro horas y que tengan figura humana”. Dado este contexto normativo, 
para que el concebido pudiera conservar y transmitir los derechos que le hubiesen sido 
otorgados tras reputársele nacido, se requería no solo su nacimiento con vida, sino 
además que este se produjera cuando menos al sexto mes desde su concepción, que el 
nacido viviera un mínimo de veinticuatro horas contadas desde el nacimiento y que 
tuviese figura humana.  
En una hipótesis de aplicación de esta regulación, al producirse el nacimiento con vida 
acompañado de las circunstancias exigidas, los derechos que se otorgaron a favor del 
concebido, tras la ficción de considerarlo nacido, se conservaban y transmitían. Por el 
contrario, en caso el nacimiento con vida no hubiera llegado a producirse o se produjera 
sin la presencia de los tres requisitos establecidos en el artículo 4, simplemente tales 
derechos no podían conservarse ni transmitirse. Ahora, más allá de esto, lo cierto es que, 
sea cual fuere la perspectiva desde la que se mire esta situación, la imposición de 
requisitos al nacimiento con vida es discutible por la generación de consecuencias 
injustas para el nacido que no presentara tales circunstancias.  
23 HUALDE SÁNCHEZ, José. Ob. cit., p. 115. 
24 Cfr. Ibídem. 
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Por otro lado, la situación antes expuesta también planteaba problemas con relación al 
estatus que los nacidos obtenían frente al orden jurídico y, en consecuencia, sobre el trato 
que se les dispensaría en función de aquel. El Código Civil de 1852, de modo general, 
confería a las personas un tratamiento jurídico basado en su estado natural, 
clasificándolas por eso en nacidas y por nacer. Sin embargo, atendiendo a los requisitos 
que debía presentar el nacimiento con vida para que pudiera producir efectos civiles, solo 
si el nacimiento se producía bajo las circunstancias contempladas en el artículo 4, se 
estaba ante un nacido.  
En la doctrina nacional no existe fuente alguna que especifique cuál era la situación que 
se le confería al nacido muerto y al nacido vivo cuyo nacimiento no presentaba las 
circunstancias requeridas por la normatividad vigente en dicha época, pero sí queda claro 
que de habérsele reducido a “criatura abortiva”, como lo hace la legislación comparada25, 
se habría incurrido en una flagrante contradicción con la condición de hombre que se 
reconocía a quienes estaban por nacer. 
Es oportuno señalar que, tras la evolución del tratamiento legal del nasciturus, 
actualmente nuestro Código Civil ya no contempla la posesión de figura humana como 
requisito para que el nacimiento con vida produzca efectos civiles y, en esa misma 
medida, tampoco es condición para que el concebido adquiera el estatus de hombre 
nacido, al haber quedado suficientemente superada con los avances de la medicina y la 
tecnología que permiten detectar a tiempo las malformaciones en los seres humanos, lo 
cual –de presentarse– no les resta su condición de personas.  
La normativa civil peruana vigente le reconoce al concebido la condición de sujeto de 
derecho para todos los efectos favorables, sin supeditar la adquisición de la calidad de 
persona a algún requisito previo, pues la condición de ser humano del concebido no 
depende, de ningún otro hecho, más que de la concepción. De acuerdo con la posición 
reconocida, por tanto, un concebido nacido muerto no debe quedar reducido a “criatura 
25 Sobre esto no existe desarrollo en la literatura jurídica peruana, pero sí en la española, en donde se tiene una regulación 
similar y aún vigente. La doctrina civil española mayoritaria, fundamentada en lo literalmente regulado por el artículo 
745.1 de su respectivo Código Civil y con relación a la derogada redacción del artículo 30 del citado cuerpo legal, que 
fuera especificada en la nota a pie de página número 22, señala: “El feto que no reúne las […] condiciones exigidas por el 
artículo 30 CC no es persona, sino, en la terminología del artículo 745.1 CC, criatura abortiva”. (CARRASCO PERERA, 
Ángel. Ob. cit., p. 66). En la misma línea, Cfr. DÍEZ-PICAZO, Luis y GULLÓN, Antonio. Instituciones de Derecho civil, 
vol. I/1, 2da. ed., Tecnos, Madrid, 1995, p. 128; BERCOVITZ Y RODRÍGUEZ-CANO, Rodrigo. Manual de Derecho 
Civil, Bercal, Madrid, 1996, pp. 73-74.  
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abortiva”, como la normativa interna de salud –aunque sin hacerlo directamente– 
pretendería hacerlo ver, sino ser considerado como un ser humano no nacido vivo. 
VI. La sepultura digna como manifestación del derecho a la libertad religiosa
frente al trato diferenciado otorgado a los concebidos nacidos muertos
Constitucionalmente, mediante el numeral 3) del artículo 2 de nuestra norma suprema, se 
reconoce la libertad de religión como derecho fundamental de toda persona. En lo que 
respecta a su contenido, la libertad religiosa aparece como ese “derecho fundamental de 
todo individuo de formar parte de una determinada confesión religiosa, de creer en el 
dogma y la doctrina propuesta por dicha confesión, de manifestar pública y privadamente 
las consecuentes convicciones religiosas y de practicar el culto”26.  
En la medida que la libertad religiosa es derecho de la persona, la manifestación o 
exteriorización de esa libertad a través de las creencias le es consustancial. Es por esta 
razón que la libertad religiosa comprende, a su vez, a la libertad de culto, dentro de la cual 
“quedan garantizadas constitucionalmente todas aquellas ceremonias que la expresan, 
como las relativas al matrimonio y los ritos. Dentro de estos últimos, se encuentra la 
sepultura digna de los muertos por parte de sus familiares o seres queridos”27. Inclusive, 
la práctica individual o colectiva, pública o privada, de los ritos y actos de culto, ha sido 
expresamente declarada como un derecho desglosado de la libertad de religión, de 
acuerdo a lo normado en el literal b. del artículo 3 de la Ley N° 29635, Ley de Libertad 
Religiosa. 
En lo que al rito de la sepultura concierne, en el ámbito del derecho a la libertad religiosa 
aquel debe ser simultáneamente visto desde una doble perspectiva. De un lado, la 
sepultura digna a los muertos aparece como un derecho de los familiares o seres 
queridos del occiso28, relacionado con la libertad de culto de aquellos, cuyos límites a su 
ejercicio serán el respeto al derecho de los demás, su armonía con el orden público, la 
moral y la salud públicas29; y, de otro lado, se presenta como ese derecho a recibir un 
sepultura digna que subsiste para quien fallece, y que debe ser efectivizado de acuerdo a 
26 STC Exp. N° 0895-2001-AA/TC, fundamento jurídico número 3, tercer párrafo.  
27 STC Exp. N° 0256-2003-HC/TC, fundamento jurídico número 16, segundo párrafo. 
28 Cfr. Ibídem. 
29 Cfr. Ibídem, fundamento jurídico número 17. 
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las tradiciones o ritos de la propia confesión religiosa, teniéndose como único límite el 
respeto a las normas vigentes sobre salud e higiene públicas30. Este último supuesto 
sobre el derecho a recibir sepultura se encuentra previsto en el literal h. del artículo 3 de 
la Ley antes mencionada, así como en el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Libertad 
Religiosa, aprobado por Decreto Supremo N° 010-2011-JUS. 
Con relación al derecho a dar sepultura digna, el Tribunal Constitucional peruano en su 
copiosa jurisprudencia ha dejado sentado que, toda vez que aquel forma parte del 
derecho a la libertad de culto, cualquier limitación ilegítima a su ejercicio afecta la 
integridad moral de los familiares y con ello se trastoca también el libre desarrollo de su 
personalidad31; de ahí que pueda ser directamente amparado por la garantía 
constitucional del hábeas corpus32. Al respecto, se tiene la STC Expediente N° 0256-
2003-HC/TC, donde el citado colegiado estableció que “la práctica de los ritos, como el de 
dar sepultura digna al familiar fallecido, forma parte de la libertad de culto, de modo que el 
impedimento de dicha práctica afecta irremediablemente la integridad moral de los 
familiares”33.  
Teniendo en cuenta la importancia de una efectiva tutela jurídica a la libertad religiosa 
para el correcto ejercicio de la sepultura como derecho en su doble dimensión, cabe 
resaltar que con el requisito del peso de quinientos gramos, que según la directiva vigente 
deben tener los cuerpos de los nacidos muertos para que pueda expedírseles un 
certificado de defunción fetal, se afecta, al mismo tiempo, tanto al concebido como titular 
del derecho a recibir una sepultura digna –derecho que le corresponde por su condición 
de sujeto de derecho para todo cuanto le favorece–, como a sus familiares, titulares del 
derecho a dar sepultura a sus muertos en tanto manifestación de su libertad de culto.  
30 Sobre el derecho a recibir una sepultura digna, la Ley de Libertad Religiosa mediante el literal h. de su artículo 3, sobre 
el ejercicio individual de la libertad de religión, establece: “La libertad de religión comprende, entre otros, el ejercicio de 
los siguientes derechos: (…) h. Recibir sepultura de acuerdo con las tradiciones y rito de la propia confesión religiosa, 
respetando en todo caso las normas vigentes sobre salud e higiene públicas”. En concordancia con lo regulado por este 
precepto, el artículo 11 del Reglamento de la Ley Libertad Religiosa contempla el derecho a recibir sepultura, precisando 
que: “Para la sepultura de los miembros de las Entidades Religiosas se deberán observar las normas y medidas de 
seguridad y salubridad vigentes”.    
31 Cfr. BERNALES BALLESTEROS, Enrique. La Constitución de 1993. Veinte años después, 6ta. ed., IDEMSA, Lima, 
2012, p. 97.  
32 De acuerdo con el tenor del primer inciso del artículo 200 de la Constitución peruana, el hábeas corpus es aquella 
garantía constitucional que “procede ante el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que 
vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos constitucionales conexos”. 
33 STC Exp. N° 0256-2003-HC/TC, fundamento jurídico número 19, último párrafo. 
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La imposición del requisito técnico del peso a efectos de determinar a qué concebidos 
nacidos muertos podrá expedírseles el certificado de defunción fetal para autorizar su 
entierro, bajo cualquier óptica, traza líneas artificiales y arbitrarias que diferencian 
injustificadamente a unos concebidos de otros, pues solo tendrán la posibilidad de recibir 
sepultura digna aquellos concebidos que tengan un peso igual a quinientos gramos, o que 
en todo caso lo superen, pero no la tendrán aquellos cuyo peso sea menor.  
Pero, como se dijo antes, con dicho criterio cuantitativo no solo se afecta el derecho a 
recibir sepultura de estos concebidos que, por circunstancias desfavorables, no pudieron 
nacer vivos ni contar con el peso (arbitrariamente) establecido, sino que además configura 
una situación de vulneración del derecho de los familiares a dar sepultura digna a sus 
muertos, pues solo podrán ejercitar este derecho aquellos padres cuyo concebido nacido 
muerto pesó igual o más de quinientos gramos, mas no podrán hacerlo aquellos cuyo hijo 
nacido muerto tuvo un peso menor al dispuesto en la Directiva Nº 004-DISA V LC/OITE-
2009 sobre “Gestión y manejo del sistema de información de los hechos vitales”. 
Este conjunto de situaciones generadas por la comentada disposición normativa en nada 
guarda correspondencia con la condición ontológica y jurídica que ostenta el concebido en 
el orden civil y constitucional peruano, porque tratándose de un ser humano y sujeto de 
derecho de todo cuanto le favorece, a su muerte y sin excepciones merece recibir 
sepultura digna, que en su caso le será dada conforme a los ritos de la confesión religiosa 
de sus padres. Es cierto también que habrá casos en los cuales sean los mismos padres 
los que decidan, por razones diversas, renunciar al cadáver de su concebido nacido 
muerto, pero, y en la misma medida, no es menos cierto que todo concebido, 
independientemente de sus accidentes y de las circunstancias de su nacimiento, tiene 
derecho a una sepultura digna, sea que sus padres deseen o no dársela. 
VII. Algunas reflexiones a modo de conclusión
La sentencia recaída en el EXP. HC. 3189-2013- 26º-JPL resulta muy interesante en la 
medida que ordena la entrega del cadáver de una concebida nacida muerta a su madre 
para que esta pueda darle sepultura conforme a los ritos de la religión que profesa, tras 
considerar que la negativa de ello vulneraba ciertos derechos conexos con la libertad 
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individual, como lo es la integridad moral de la madre, al restringirse su derecho a la 
libertad de culto.  
Asimismo, este fallo tiene gran relevancia práctica en cuanto reivindica la condición del 
concebido como sujeto de derecho para todo cuanto le favorece, en lo que al respeto de 
su dignidad como ser humano se refiere, pues este respeto, como todos sus derechos 
personales fundamentales, no se encuentra condicionado a su nacimiento con vida; 
fundamento último que, precisamente, permite plantear el derecho del concebido a la 
sepultura digna en el ordenamiento peruano. 
El concebido tiene derecho a una sepultura digna conforme a las tradiciones y ritos de la 
confesión religiosa de sus padres, pero el ejercicio de tal derecho en el orden peruano 
reviste gran problemática cuando se plantea la sepultura de un concebido nacido muerto, 
pues del propio tenor de la Directiva Nº 004-DISA V LC/OITE-2009 sobre “Gestión y 
manejo del sistema de información de los hechos vitales”, se desprende que solo podrá 
emitirse el certificado de defunción fetal que autoriza el entierro de los natimuertos cuando 
estos hubiesen portado un peso igual o mayor a quinientos gramos. Con lo cual, los 
concebidos nacidos muertos que no cumplan con este requisito, simplemente, no tendrán 
la posibilidad de ser sepultados.  
Esto último coloca sobre la palestra el tema de la libertad de disposición que los centros 
hospitalarios tendrán sobre el cadáver de ese concebido, en virtud de la cual podrían 
desecharlo en la basura, incinerarlo o conservarlo con fines de estudio, cuando bien 
podrían entregarlo a sus familiares siempre que estos lo hubieran requerido para darle 
sepultura digna. 
Con el requisito técnico del peso no solo se afecta el derecho a recibir sepultura de estos 
concebidos que, por circunstancias desfavorables, no pudieron nacer vivos ni contar con 
el peso establecido para tal efecto, sino que además configura una situación de 
vulneración del derecho de sus familiares a darle sepultura digna, pues en este orden de 
ideas, solo se resguardaría el derecho a dar sepultura de aquellos padres cuyo concebido 
nacido muerto pesó igual o más de quinientos gramos, mas no podrían ejercer este 
derecho aquellos cuyo hijo nacido muerto tuvo un peso menor al dispuesto en la citada 
Directiva. 
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La normativa civil y constitucional peruana vigente reconoce al concebido la condición de 
sujeto de derecho para todos los efectos favorables por tratarse de un ser humano digno 
de respeto y protección desde el momento de la concepción, siendo por ello que no 
supedita la adquisición de la calidad de persona a algún requisito previo, pues la 
condición de ser humano del concebido no depende, de ninguna otra circunstancia, más 
que de la concepción. De acuerdo con la posición reconocida, un concebido nacido 
muerto no debe quedar reducido a “criatura abortiva”, sino ser considerado como ser 
humano no nacido vivo, que merece una digna sepultura, que es lo que precisamente 
peticionaba la madre de la concebida fallecida intraútero en el caso analizado. 
Mediante este artículo, además, se ha querido contribuir con la doctrina jurídica 
contemporánea esbozando una definición de nacimiento que, por su sentido amplio, 
permita rescatar la validez conceptual de las expresiones “nacido vivo” y “nacido muerto”. 
Para tal efecto, el nacimiento debe ser entendido como aquel suceso en virtud del cual el 
concebido se separa del claustro materno o cavidad uterina, independientemente de si 
presenta o no signos vitales, del modo o la forma en que su separación pueda llevarse a 
cabo, del aspecto que pueda tener y de la ruptura o corte del cordón umbilical. Este hecho 
biológico es de mucha importancia para el Derecho peruano, y no solo por su 
trascendencia como elemento que provocará la producción de los efectos jurídicos 
patrimoniales que se encontraban suspendidos por la presencia del concebido, sino 
porque con él este, sin dejar de ser sujeto de derecho, deja de ser concebido para ser 
jurídicamente considerado persona natural –ser humano desde el nacimiento con vida 
hasta el momento de su muerte; centro de imputación de derechos y deberes para todos 
los efectos–.  
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